
Pensar la Ciudad 665

¿Y LA C DE DESC?: UNA BREVE APROXIMACIÓN 
HACIA EL ENTENDIMIENTO DE
LOS DERECHOS CULTURALES

Albertina Maranzana 1

I. Introducción

Los activistas que en Argentina y en la ciudad de Buenos Aires 
trabajan desde hace tiempo con Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (en adelante DESC), vienen reflexionando y descubrien-
do los alcances de estos derechos como la educación, la alimentación, 
la vivienda adecuada, el medio ambiente y el trabajo. A lo largo de 
más de una década de trabajar por su exigibilidad se han conocido 
y debatido ampliamente los límites del Estado nacional y local y los 
que los propios jueces entienden e imponen para el ejercicio de estos 
derechos.

Intentando desarrollar aquello que los Tratados de Derechos Hu-
manos han comenzado a delinear para comprender a los DESC, se 
presentaron proyectos de ley, se iniciaron acciones judiciales colec-
tivas y se trabajó en proyectos en pos de estos derechos. Desde hace 
un tiempo considerable a esta parte, se discuten en la comunidad 
jurídica y se proponen diversas ideas -con mayor o menor éxito- para 
el cumplimiento de estos derechos, en el marco de lo que el contexto 
social y político de estos últimos años ha permitido.

Sin embargo, se conoce poco acerca de los derechos culturales, 
otro grupo de derechos consagrado en los Pactos de Derechos Huma-
nos. Cuando hablamos de los DESC solemos olvidarnos de la cultu-
ra, que ésta es un derecho y que sobre ella recaen las mismas obliga-
ciones de los Estados de respetarlos, protegerlos y adoptar medidas 
positivas para facilitar su disfrute.

Los derechos culturales deben ocupar un lugar central en la lu-
cha por un orden mundial más justo. Dicho orden comprendería no 
sólo la justicia distributiva sino también una visión inclusiva que 
tenga en cuenta las diversas expresiones de la cultura y comprenda 

1	 Abogada (UBA), Licenciada en Ciencia Política (UBA). Trabaja actual-
mente en la Asesoría Tutelar de la CABA. 
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la interdependencia que existe entre los derechos culturales y otros 
derechos humanos.

En este punto, merecen una mención especial los conflictos inter-
culturales actuales, entre ellos, el drama de los refugiados de Orien-
te Medio que buscan asilo en Europa y en el mundo entero a raíz 
de los conflictos armados y la lucha de los pueblos originarios en 
México por su reconocimiento y autonomía.

Sin embargo, pese a esta importancia, los derechos culturales 
son los menos comprendidos, desarrollados y garantizados por la 
legislación internacional. Esta aparente paradoja se debe tal vez 
a la complejidad del tema y al hecho de que recién en los últimos 
tiempos se ha comenzado a prestar atención a los DESC, en gene-
ral.

El presente trabajo intenta ser una pequeña invitación para co-
menzar a discutir y a pensar en los derechos culturales, su alcance y 
contenido en clave igualitaria, y sobre su aplicación y entendimiento 
en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

II. ¿Cuáles son los compromisos en materia cultural?

Una de las definiciones más clásicas sostiene que los derechos 
culturales son los relacionados con el arte y la cultura, entendidos 
en una amplia dimensión. Son aquellos promovidos para garantizar 
que las personas y las comunidades tengan acceso a la cultura y 
puedan participar en aquella que sea de su elección. Son relativos a 
cuestiones como la lengua; la producción cultural y artística; la par-
ticipación en la vida cultural; el patrimonio cultural; los derechos de 
autor; las minorías y el acceso a la cultura, entre otros. Se trata de 
derechos humanos fundamentales para asegurar el disfrute de la 
cultura y de sus componentes en condiciones de igualdad, dignidad 
humana y no discriminación 2.

Las referencias a los derechos culturales se hacen por primera 
vez en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, 
cuando la ONU dedica el artículo 27 de este instrumento a los de-
rechos ya referidos, estableciendo que toda persona tiene derecho a 
tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar 
de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios 

2	 http://www.culturalrights.net/es/principal.php?c=1
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que de él resulten (consagrando, en consecuencia, los derechos de 
autor) 3.

También la Organización de Estados Americanos (OEA) aprobó 
en 1948 la Declaración Americana de Derechos Humanos, que en su 
artículo XIII enuncia el derecho de toda persona a participar en la 
vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a disfrutar de 
los beneficios que resulten de los progresos intelectuales, especial-
mente de los descubrimientos científicos 4.

En 1966, integrando el marco jurídico de la ONU se firma junto 
al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, que en 
su artículo 15 se refiere a nuestro tema 5.

La necesidad de que los derechos culturales tengan su lugar en 
las Constituciones de cada país, ha sido el contenido de muchas de 

3	 Artículo 27.
1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural 

de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y 
en los beneficios que de él resulten.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y ma-
teriales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias 
o artísticas de que sea autora.

4	 Artículo 13 DE LA DECLARACIÓN DE DERECHOS HUMANOS: 
Derecho a los beneficios de la cultura. “Toda persona tiene el derecho de par-
ticipar en la vida cultural de la comunidad, gozar de las artes y disfrutar de 
los beneficios que resulten de los progresos intelectuales y especialmente de 
los descubrimientos científicos. Tiene asimismo derecho a la protección de los 
intereses morales y materiales que le correspondan por razón de los inventos, 
obras literarias, científicas y artísticas de que sea autor”.

5	 Artículo 15 DEL PIDESC: 1. Los Estados Partes en el presente Pacto 
reconocen el derecho de toda persona a: a) Participar en la vida cultural; b) Go-
zar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones; c) Beneficiarse 
de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por 
razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 2. 
Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar 
para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para 
la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura. 3. Los 
Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la indispensa-
ble libertad para la investigación científica y para la actividad creadora. 4. Los 
Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del 
fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en 
cuestiones científicas y culturales.



668

las recomendaciones de la UNESCO en el marco de sus conferen-
cias generales. De allí que muchas Constituciones latinoamericanas 
han comenzado a introducirlos. Recientemente, las Constituciones 
de Ecuador y Bolivia incorporan y desarrollan ampliamente estos 
derechos.

En nuestro país, los derechos culturales fueron incorporados en 
forma progresiva en muchas de las Constituciones provinciales, pre-
vio a ser consagrados en la Carta Magna nacional. A modo de ejem-
plo, es dable mencionar que las Constituciones de San Juan, Chaco, 
Córdoba y Salta incorporan los conceptos de “democracia cultural”  
y “ acceso a la cultura” .

Luego de la reforma constitucional de 1994, los derechos cultu-
rales integran el conjunto de derechos humanos y reciben la pro-
tección de los Pactos internacionales con jerarquía constitucional 
consagrados en el artículo 75 inc. 22 de la Constitución Nacional. 
Conforman entonces el denominado “bloque de constitucionalidad 
federal”  6.

Asimismo, se incorporan en el texto de la Carta Magna, referen-
cias específicas a los valores culturales. Tal es el caso del artículo 41 
y del artículo 75 inc. 19.

Queda conformado así un plexo normativo que obliga al Estado a 
proteger nuestra cultura, sus artistas y el derecho de la comunidad 
a gozar de bienes culturales, tanto patrimoniales como intangibles 
que alberga la comunidad 7.

Para algunos autores, por su parte, no se habla de “ derechos”  en 
materia de cultura, sino de valores indicados obligatoriamente a los 
poderes públicos desde la propia Constitución, y el establecimiento 
de procesos idóneos de tutela procesal urgente, frente a la omisión 
de cumplimiento de las indicaciones perentorias dadas al congreso, 
a modo de verdaderas “ garantías institucionales”  a favor del ciuda-
dano común. Ello toda vez que la preservación del patrimonio cul-
tural incluye, asimismo, la del patrimonio histórico, entre otros. De 

6	 Bidart Campos, Germán, El derecho de la Constitución y su fuerza nor-
mativa, Buenos Aires, Ediar, 1995, pp. 265-267.

7	 Onaindia, Miguel José, “Amparo para la defensa de los derechos cul-
turales”, en Sabsay, Daniel, Manili, Pablo (Coord.), Constitución de la Nación 
Argentina y normas complementarias. Análisis doctrinal y jurisprudencial, 
Buenos Aires, Hammurabi, 2010, pp. 448-449.
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allí que la protección promovida en el artículo 41 acompañe adecua-
damente -y quizás con mayor amplitud- a la que tiene el Congreso 
de la Nación, para dictar leyes que protejan “ el patrimonio artístico 
y los espacios culturales y audiovisuales”  (art. 75 inc. 19 CN).

Para comprender cabalmente el alcance de estos derechos, a estas 
normas de carácter federal deben sumarse aquellas que provienen 
del Derecho Público local, ya que la promoción de la cultura es una 
facultad concurrente entre Estado federal, provincias, municipios y 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y los textos constitucionales 
y las Cartas orgánicas contienen normas que completan y extienden 
la normativa federal.

Ya superada la discusión sobre la obligatoriedad y exigibilidad 
de los DESC, podemos sostener que el Estado se encuentra obligado 
hacia los derechos culturales en los cuatro “niveles”  de obligaciones 
desarrollados por Abramovich y Courtis 8: respetarlos, protegerlos, 
garantizarlos y promoverlos, destinando para ello los recursos dis-
ponibles y adoptando medidas inmediatas.

De acuerdo a lo establecido por el Comité DESC en su Observa-
ción General al artículo 15 del Pacto, los Estados se encuentran obli-
gados a respetar los derechos culturales en el marco del principio de 
progresividad, la prohibición de regresividad y el máximo de los re-
cursos disponibles 9. De esta forma, se entiende que la cultura, como 
producto social, debe quedar al alcance de todos, en condiciones de 
igualdad, no discriminación y participación. Por lo tanto, al cumplir 
las obligaciones jurídicas que les impone el Pacto mencionado, los 
Estados partes deben adoptar sin demora medidas concretas para la 
adecuada protección y el pleno ejercicio del derecho de las personas 
que viven en la pobreza y de sus comunidades a disfrutar de la vida 
cultural y a participar en ella.

Por otra parte, el Pacto impone a los Estados partes la obligación 
inmediata de garantizar que el derecho de toda persona a participar 

8	 Abramovich, Víctor, Courtis, Christian: “Hacia la exigibilidad de los 
derechos económicos, sociales y culturales. Estándares internacionales y crite-
rios de aplicación ante los tribunales locales” disponible en: www.observatorio-
desc.org.

9	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 43º período de 
sesiones. Ginebra, 2 a 20 de noviembre de 2009. Observación general Nº 21: 
“Derecho de toda persona a participar en la vida cultural (artículo 15, párrafo 1 
a), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales”.
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en la vida cultural -consagrado en el párrafo 1 a) del artículo 15- sea 
ejercido sin discriminación. Asimismo, el Pacto también manda al 
Estado reconocer las prácticas culturales y abstenerse de injerir en 
su disfrute y realización 10.

Dada la interrelación de los derechos consagrados en el artícu-
lo 15 del Pacto, la plena realización del derecho de toda persona a 
participar en la vida cultural requiere también la adopción de las 
medidas necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión 
de la ciencia y la cultura, así como de las destinadas a respetar la 
indispensable libertad para la investigación científica y para la acti-
vidad creadora, destinando para ello los todos los recursos disponi-
bles, para demostrar que ha realizado todo esfuerzo para satisfacer 
las obligaciones mínimas de este derecho.

De esta forma, entendemos a los derechos culturales como dere-
chos plenamente operativos que generan obligaciones concretas a 
los Estados, muchas de las cuales resultan exigibles judicialmente.

III. Cultura, acceso, igualdad y autonomía en la Constitu-
ción porteña 

Una de las características distintivas de la Ciudad ha sido y es 
la intensa vida cultural y la concentración en su territorio y bajo 
la administración de las autoridades locales de un gran número de 
prestigiosas entidades de diversas manifestaciones científicas y ar-
tísticas.

La Constitución porteña, en su artículo 32 11 protege la plurali-
dad y la identidad cultural, y destaca en esta materia el carácter 

10	 Véase la Observación general del PIDESC Nº 20 (2009).

11	 Articulo 32 de la Constitución de la C.A.B.A.: “La Ciudad distingue y 
promueve todas las actividades creadoras. Garantiza la democracia cultural; 
asegura la libre expresión artística y prohíbe toda censura; facilita el acceso 
a los bienes culturales; fomenta el desarrollo de las industrias culturales del 
país; propicia el intercambio; ejerce la defensa activa del idioma nacional; crea 
y preserva espacios; propicia la superación de las barreras comunicacionales; 
impulsa la formación artística y artesanal; promueve la capacitación profesio-
nal de los agentes culturales; procura la calidad y jerarquía de las producciones 
artísticas e incentiva la actividad de los artistas nacionales; protege y difunde 
las manifestaciones de la cultura popular; contempla la participación de los 
creadores y trabajadores y sus entidades, en el diseño y la evaluación de las 
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participativo que el constituyente ha querido otorgar al sistema ins-
titucional, en consonancia con la disposición del artículo 75 inciso 19 
último párrafo de la Carta Magna.

Algunos autores 12 sostienen que esta cláusula resulta excesiva-
mente programática, en una materia en la que podrían haberse in-
cluido regulaciones concretas y directamente operativas, vinculadas 
a la administración y goce de los bienes culturales existentes en la 
Ciudad.

Otros, por su parte, sostienen que esta larga enunciación de de-
rechos culturales que ha delineado el constituyente porteño tiene 
objetivos claros a la hora de diseñar e implementar políticas públi-
cas en dicho marco 13.

La consagración del diseño esencial que enmarca la acción cul-
tural del Estado en el texto local es un pilar necesario para la edi-
ficación de políticas democráticas y participativas en el plano de la 
cultura.

Ahora bien, en función de ello cabe preguntarse: ¿los contenidos 
que propone la Constitución de la Ciudad se refieren a derechos o 
a políticas especiales? Quizás una clave a esta respuesta puede ser 
dada a partir de lo dispuesto por el artículo 10 de esta Constitución, 
que necesariamente debe incardinarse con la normativa constitucio-
nal que moldea las políticas especiales que en materia de cultura y 
educación debe desplegar la Ciudad de Buenos Aires.

Asimismo, la legislación local es clara en la materia. La ley local 
2176 de promoción de la cultura dispone en su artículo 4° que “los 
habitantes de la Ciudad de Buenos Aires gozan del acceso universal, 
equitativo e inclusivo a la cultura. El derecho a la cultura integra los 
derechos humanos, que son universales, indisociables e interdepen-
dientes”. Y entre los derechos culturales enumera el de “participar 

políticas; protege y difunde su identidad pluralista y multiétnica y sus tradi-
ciones. Esta Constitución garantiza la preservación, recuperación y difusión 
del patrimonio cultural, cualquiera sea su régimen jurídico y titularidad, la 
memoria y la historia de la ciudad y sus barrios”.

12	 Sabsay, Daniel, Onaindia, José M., La Constitución de los porteños, 
Análisis y comentario, Buenos Aires, Errepar, 1997, p. 95.

13	 Quiroga Lavié, Humberto, Constitución de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires comentada, Buenos Aires, Rubinzal-Culzoni, Buenos Aires, 1996, 
p. 106.
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en el diseño y la evaluación de las políticas en el marco de una demo-
cracia cultural, con especial consideración a los creadores y trabaja-
dores de la cultura y sus entidades”  y el de “acceder en condiciones 
de equidad a la cultura y al arte, considerados como derechos funda-
mentales para la construcción de ciudadanía” .

Esta misma norma establece también, que la cultura se asume 
como prioridad estratégica y como política de Estado.

Entonces a partir de la ley 2176 de la Ciudad y de la propia Cons-
titución local podemos entender que los derechos culturales se en-
cuentran doblemente reforzados en el ámbito jurídico porteño. Y no 
sólo eso, sino que partir del artículo 10 de la Carta Magna porteña 
se establece la operatividad de los derechos reconocidos en los Tra-
tados, el compromiso del Estado local de respetarlos y la condición 
de los derechos humanos como fundamento del sistema democráti-
co. Por lo tanto, los derechos culturales, gozan de todas estas carac-
terísticas debido a su condición de derechos humanos.

Por su parte, el artículo 11 de la Constitución porteña que consa-
gra y refuerza el principio de igualdad y no discriminación de una 
manera avanzada en relación a la Constitución Nacional, ayuda a 
comprender los derechos culturales en clave igualitaria.

Según Maurino 14 a partir de la reforma constitucional se consa-
gró un principio de igualdad superador del entendimiento clásico 
(igualdad de oportunidades), se incorporó un marco normativo con-
creto para su funcionamiento (habilitación de medidas positivas e 
incorporación de las cláusulas de no discriminación), y se reconoció 
un mecanismo de protección judicial específico, tanto para afecta-
ciones individuales como colectivas (acción de amparo antidiscrimi-
natorio).

Para dicho autor, existe una diferencia fundamental entre el 
principio de igualdad y la prohibición de no discriminación, que lo 
refuerza. En ese sentido, el artículo 11 de la norma local los determi-
na claramente, en su primer y segundo párrafo respectivamente 15.

14	 Maurino, Gustavo, “Pobreza y discriminación: la protección constitu-
cional para los más humildes”, en Alegre, Marcelo, Gargarella, Roberto (coor-
dinadores), El derecho a la igualdad: aportes para un constitucionalismo igua-
litario, Buenos Aires, LexisNexis, 2007, pp. 313-343.

15	 Artículo Nº 11 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires: “Todas las personas tienen idéntica dignidad y son iguales ante la ley. 
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La protección antidiscriminatoria actúa como una institución 
constitucional que tiene dos particularidades: a) funciona como 
una tutela específica para ciertas categorías de personas incluidas 
expresamente en las convenciones y leyes antidiscriminatorias y, 
eventualmente otras que se incluyan por vía de interpretación, pero 
que, a diferencia del principio clásico de igualdad ante la ley, no ope-
ra directamente para toda persona y ante cualquier circunstancia, 
b) implica un nivel de protección jurídica diferenciada y especial, 
que se traduce en un estándar particular de valoración de las ac-
ciones, omisiones o normas que impactan sobre esas categorías, y 
se traduce, en el razonamiento jurídico, en reglas específicas sobre 
la carga de la prueba o la argumentación y el tipo de justificaciones 
que son admisibles o inadmisibles para legitimar la acción, omisión 
o normas cuestionadas.

De ahí que los principios de participación, democracia cultural 
y acceso en condiciones de equidad al arte y a la cultura, obligan 
al Estado local bajo un doble estándar: ya que no sólo debe imple-
mentar políticas culturales que tiendan a la igualdad material, sino 
también aquellas que refuercen el principio de no discriminación de 
cualquiera de los grupos históricamente segregados.

IV. La importancia de la cultura y la participación cultural 

Cuando hablamos de cultura nos encontramos frente a distintas 
nociones que se tiene de este concepto y a diversas definiciones que 
se brindan desde vastas ramas de las ciencias sociales 16.

Se reconoce y garantiza el derecho a ser diferente, no admitiéndose discrimi-
naciones que tiendan a la segregación por razones o con pretexto de raza, et-
nia, género, orientación sexual, edad, religión, ideología, opinión, nacionalidad, 
caracteres físicos, condición psicofísica, social, económica o cualquier circuns-
tancia que implique distinción, exclusión, restricción o menoscabo. La Ciudad 
promueve la remoción de los obstáculos de cualquier orden que, limitando de 
hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona y la 
efectiva participación en la vida política, económica o social de la comunidad”.

16	 Algunas definiciones de cultura que brinda el libro Círculo de Dere-
chos, IHRIP Forum-Asia: -familiaridad y gusto por las bellas artes, humanida-
des y aspectos generales de la ciencia a diferencia de las habilidades profesio-
nales y técnicas, el patrón integrado de comportamiento humano que incluye el 
pensamiento, el habla, la acción y los artefactos y que depende de la capacidad 
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En el año 2007 personalidades destacadas se reunieron en Suiza 
y firmaron la Declaración de Friburgo, que en su artículo 2.a. es-
tablece: “El término ‘cultura’ abarca los valores, las creencias, las 
convicciones, los idiomas, los saberes y las artes, las tradiciones, ins-
tituciones y modos de vida por medio de los cuales una persona o un 
grupo expresa su humanidad y los significados que da a su existen-
cia y a su desarrollo”.

En este instrumento se establece que los actores culturales de 
los tres sectores; públicos, privados o civiles, tienen, en particular 
y en el marco de la gobernanza democrática, la responsabilidad de 
interactuar y, cuando sea necesario, de tomar iniciativas para ve-
lar por el respeto de los derechos culturales, y desarrollar modos 
de concertación y participación, con el fin de asegurar su puesta 
en práctica, en particular para las personas desaventajadas por su 
situación social o de pertenencia a una minoría.

Por su parte, el Comité DESC estableció que los elementos 
para participar de la vida cultural son, entre otros: a) La disponi-
bilidad que remite a la presencia de bienes y servicios culturales 
que todo el mundo pueda disfrutar y aprovechar, en particular 
bibliotecas, museos, teatros, salas de cine y estadios deportivos 
(...). De todos los bienes culturales, tiene especial valor la pro-
ductiva relación intercultural que se establece cuando diversos 
grupos, minorías y comunidades pueden compartir libremente el 
mismo territorio.

b) La accesibilidad, que consiste en disponer de oportunidades 
efectivas y concretas de que los individuos y las comunidades disfru-
ten plenamente de una cultura que esté al alcance físico y financiero 
de todos, en las zonas urbanas y en las rurales, sin discriminación. 
Es fundamental a este respecto dar y facilitar a las personas mayo-
res, a las personas con discapacidad y a quienes viven en la pobreza, 
acceso a esa cultura 17.

del hombre de aprender y transmitir el conocimiento a las generaciones subsi-
guientes, las creencias consuetudinarias, formas sociales y características ma-
teriales de un grupo racial, religioso o social. 

17	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 43º período de 
sesiones. Ginebra, 2 a 20 de noviembre de 2009. Observación general Nº 21: 
“Derecho de toda persona a participar en la vida cultural (artículo 15, párrafo 1 
a), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)”.
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Los convencionales constituyentes argentinos del ´94 pensaban 
que una sociedad democrática debía tener y reafirmar el compromi-
so para la creación de un entramado normativo regulador de los ám-
bitos de la cultura que legitime y garantice los derechos culturales 
como “derechos de todos”. Esto así porque solamente en este mar-
co relacional es posible la realización de un modelo de “democracia 
cultural”  definida por García Canclini como “[u]na concepción que 
garantiza la coexistencia de múltiples culturas en una misma socie-
dad, propicia su desarrollo autónomo y las relaciones igualitarias 
de participar de cada individuo en cada cultura, y de cada cultura 
respecto de las demás” 18.

Desde el ámbito del Derecho, y tal como señala Dalla Via, la ex-
presión “democracia cultural”  en el artículo 32 de la norma por-
teña, se podría entender en el sentido de que el constituyente ha 
querido aludir al respeto de la pluralidad de las manifestaciones 
culturales 19. De este modo, la “democracia cultural”  así concebida, 
no sólo garantiza el derecho al acceso a la cultura, sino también a la 
producción cultural y por ende a los espacios de formación, elabora-
ción y gestión cultural.

Sin embargo, desde las ciencias sociales hablar de “democracia 
cultural”, implica un mayor desafío: ya que es un concepto que se 
relaciona íntimamente con el paradigma que concibe a la política 
cultural como un programa de distribución y popularización del 
arte. Su hipótesis básica es que una mejor difusión corregirá las 
desigualdades en el acceso a los bienes simbólicos 20.

Este paradigma es criticado a su vez, debido a que el distribucio-
nismo cultural ataca los efectos de la desigualdad entre las clases, 
pero no cambia radicalmente las formas de producción y consumo 
de los bienes simbólicos. Lo confirma el hecho de que, en grandes 

18	 Jiménez, Eduardo Pablo, “Los derechos de la cultura y educación en la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, en Bidart Campos, Germán, Gil Domín-
guez, Andrés, Instituciones de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, La ley, 
2001, p. 258.

19	 Dalla Via, Alberto R., Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, Buenos Aires, Belgrano, pág. 71 y ss.

20	 García Canclini, Néstor, “Introducción. Políticas culturales y crisis de 
desarrollo: un balance latinoamericano” en García Canclini (ed.), Políticas cul-
turales en América Latina, México, Grijalbo, 1987, pp. 46-50. 
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ciudades como Buenos Aires, el mayor porcentaje de público en los 
eventos culturales -aun en aquellos que son de acceso libre y gratui-
to- pertenece a sectores medios y altos, con un nivel de educación 
superior.

Las diferencias en la apropiación de la cultura tiene su origen 
en las desigualdades socioeconómicas, y en la diversa formación de 
hábitos y costumbres en los distintos sectores de la sociedad. Es-
tos hábitos y la capacidad de apropiarse y disfrutar de los bienes 
culturales no se cambian mediante la implementación de acciones 
puntuales como campañas publicitarias o abaratando costos para el 
ingreso a espectáculos, sino a través de programas sistemáticos que 
intervengan en las causas estructurales que generan la desigualdad 
económica y cultural. 

V. Hacia una comprensión del derecho a la cultura en cla-
ve igualitaria 

De la búsqueda de precedentes en la jurisprudencia del fuero 
surge que existen numerosos casos de derechos culturales en los 
que, bajo este título, se discute en realidad empleo público, como ser 
diversos planteos donde empleados de teatros o de entidades cultu-
rales porteñas reclaman por alguna irregularidad en su trabajo 21.

Luego, existe un segundo grupo de casos que podríamos agrupar 
bajo el nombre daños y perjuicios-lesiones al honor-libertad de ex-
presión. Allí encontramos fallos como la clausura de la muestra de 
León Ferrari en el Centro Cultural Recoleta 22.

Un tercer grupo puede ser identificado como aquellos casos don-
de se discute patrimonio cultural, y en los que particulares, organi-
zaciones de vecinos y la propia Defensoría del Pueblo de la Ciudad 
demandan al Estado porteño para impedir que se destruyan edifi-
cios históricos que son considerados parte del patrimonio 23.

21	 Tal es el caso del expte. Nº 12.901 que tramitó ante el Juzgado CAyT 
N3 Sec. 6 en un reclamo de una bailarina del ballet estable del Teatro Colón 
relacionado con remuneración acorde a su categoría. 

22	 “Asociación Cristo sacerdote y Otros c/GCBA /otros procesos incidenta-
les” , EXPTE: EXP 14194/1. 

23	 Tal es el caso del amparo presentado por ex integrantes de las juntas 
comunales en relación a un decreto del Poder Ejecutivo que recorta los alcances 
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Más recientemente, existe un cuarto grupo de casos que podemos 
identificar como aquellos relacionados con la imposibilidad de cum-
plir con marcadas exigencias que impone la Ciudad para la habili-
tación de centros culturales.

Es quizás en el amparo presentado por el Movimiento Afrocultu-
ral Bonga a los fines de que el Gobierno de la Ciudad les garantizara 
un lugar adecuado para continuar realizando sus actividades cultu-
rales, donde se desarrolló con mayor intensidad el contenido de de-
rechos culturales, ya que el juez de primera instancia entendió que 
se hallaban afectados los derechos ius fundamentales culturales del 
colectivo-habitante de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que 
había visto dañado su ejercicio al ser desalojado del predio donde 
llevaba adelante sus actividades 24.

Sin embargo, en ninguno de estos fallos se hace referencia a la 
noción de “democracia cultural”  como acceso de todos a los derechos 
culturales, ni tampoco se desarrolla el alcance del derecho a la cul-
tura en condiciones de igualdad y no discriminación.

Frente a este escenario, cabe preguntarse entonces, ¿será cues-
tión de plantear nuevos casos? Y en caso de que así sea, ¿cuáles son 
los casos que deberíamos llevar ante la Justicia?

Se puede ensayar una respuesta tentativa orientada a acciones 
judiciales que exijan programas de gobierno como medidas de acción 
positiva que garanticen la igualdad de oportunidades y a la par-
ticipación. Así, por ejemplo, podrían exigise políticas que desarro-
llen con mayor profundidad la incidencia de los centros culturales 
barriales, y una mayor presencia de la cultura en los barrios, con 
programas verdaderamente accesibles para los habitantes, que res-
peten la identidad diversa de cada zona de la Ciudad.

En el ámbito nacional, a instancias del Ministerio de Cultura se 
encuentra en proceso de debate un proyecto de ley nacional de la 
Cultura, cuyo objetivo consiste en dar un marco legal para las políti-

de la ley local 4806 que integra el adoquinado porteño al patrimonio cultural, 
o vecinos que presentan amparos para impedir que sean demolidos edificios 
de teatros o ex cines. y la causa 1772-0 DEFENSORIA DEL PUEBLO DE LA 
CIUDAD DE BUENOS AIRES c/GCBA Y OTROS s/amparo donde se discutía 
la preservación de un edificio en Flores.

24	 Causa Nro.32546-0 MARTINEZ GUTIERREZ NESTOR DIEGO Y 
OTROS c/GCBA Y OTROS.
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cas culturales federales 25. En el ámbito local por su parte, hace muy 
poco tiempo se sancionó la ley Nº 5240 de habilitación de centros 
culturales, que reflejó en la norma una extensa lucha de todas las 
organizaciones por tener espacios aptos y seguros para desarrollar 
sus actividades culturales.

Así las cosas, quizás, un camino para empezar a establecer la 
noción de los derechos culturales en clave igualitaria, sea comenzar 
a plantear nuevos casos que obliguen a los jueces a pronunciarse 
en el entendimiento de los derechos culturales con los alcances an-
teriormente citados. La Constitución de la Ciudad ofrece un marco 
inmejorable para ello.

 

25	 Fidel Diego, “De los derechos culturales a la ley de centros culturales”, 
artículo en prensa. 


